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	Sesión número
	40

	Motivo: Amparo

	Recurrente: EDMUNDO GUERRA THEILHEIMER

	Recurrido: MINISTRO DE SEGURIDAD

	Objeto del recurso: El recurrente objeta que se le pretende deportar pese a su condición de asilado político.

	Respuesta del recurrido: El recurrente pronunció por radio un discurso incendiario en contra el régimen de Guatemala a propósito del asesinato de su Presidente, además de que no consta su calidad de asilado.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (actuación justificada). El Magistrado Elizondo pone nota. Los Magistrados Bejarano y Cruz Castro salvan el voto y rechazan de plano el recurso.


N° 40
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del dieciséis de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, con asistencia inicial de los señores Magistrados Baudrit (Presidente); Valle, Elizondo, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y del suplente Cruz Bolaños.
Artículo II
Se conoció del recurso de Amparo promovido por el señor EDMUNDO GUERRA THEILHEIMER contra el señor Ministro de Seguridad Pública, en que el recurrente alega: “HECHOS: Desde el 3 de julio de 1956 vivo en este país en calidad de exiliado político. Por haberme sumado al movimiento de los universitarios guatemaltecos que exigían del Presidente Castillo Armas el restablecimiento del régimen democrático, fui desterrado de mi patria. No soy comunista. Tampoco fui arbencista. Soy, simplemente, un estudiante universitario que anhela para su país un régimen efectivo de libertad y de derecho. En Costa Rica no sólo encontré asilo, sino también algo más importante: un ambiente de libertad, precisamente como el que yo quisiera para mi patria. En este ambiente muy pronto olvidé mi condición de extranjero, y no pensé que tuviera que someterme a limitaciones que la ley no establece, para expresar mi pensamiento. Así se explica que, a raíz de la muerte del coronel Castillo Armas, me decidiera, a requerimiento de un periodista amigo, a decir, desde una estación radiodifusora, las palabras que me han traído las calamidades que me mueven a recurrir a esta Corte. En mi pequeño discurso es cierto que yo ataqué a Castillo Armas—no al Estado guatemalteco—porque había sufrido en carne propia las consecuencias de su tiranía. Estoy lejos de mi familia y del suelo donde nací. En las cárceles de Guatemala hay muchos patriotas guatemaltecos a quienes quiero y estimo. En el exilio hay centenares de perseguidos como yo. Mi carrera está trunca. Todo esto explica la vehemencia con que me expresé en aquella oportunidad. Pero mi discurso no fue subversivo ni inmoral. Tampoco injurié al diputado Ottón Acosta. Dije que este señor no conocía la verdadera situación de Guatemala y lo invité a discutir conmigo políticamente esa situación. Pero no emití ni una sola expresión ni un solo adjetivo que pudiera herir al señor Acosta, ni como hombre, ni como político. Reconozco que el momento en que hablé era inoportuno. La muerte de Castillo Armas resultó material aprovechable dentro del proceso de campaña electoral que se está librando en Costa Rica. Y yo vine a resultar víctima propiciatoria. Alguien llevó a la Asamblea Legislativa el chisme de que yo había injuriado al diputado Acosta y que había hecho un discurso susceptible de producirle al país algún conflicto internacional. El resultado de ese chisme fue que la Asamblea tomara el acuerdo que transcribo textualmente: ‘Hacer atenta excitativa al Poder Ejecutivo, para que se sirva proceder conforme a las leyes contra los autores de las frases injuriosas que, se afirmó en este recinto, fueron dichas contra el diputado Acosta Jiménez, las cuales fueron transmitidas en el Radio-periódico ‘La Palabra de Costa Rica’ en la transmisión del sábado último’. Como se ve, lo que la Asamblea prudentemente pidió fue que se me llevara a los Tribunales, como posible autor de injurias a un diputado. No pidió que se me echara del país. Pero el señor Ministro de Seguridad—según se dice, bajo instrucciones del Consejo de Gobierno—fue más papista que el Papa, y ordenó mi detención con el fin de expulsarme del país. Para detenerme fue allanada mi casa; y luego se me incomunicó durante tres días con sus noches, en forma que la ley no autoriza ni en tratándose de verdaderos criminales. Se me dice que me mantendrán detenido hasta que se encuentre un país dispuesto a recibirme. Es decir, que se pretende arrebatarme el derecho de asilo que la Constitución Política me garantiza, sin que se me haya probado legalmente ninguna infracción a las leyes de la República, ni a mis deberes de exiliado. Soy víctima de chismes perversos y de maquinaciones políticas que todavía no acierto a descifrar. Situación jurídica: De acuerdo con el artículo 19 de la Constitución Política, los extranjeros gozamos de los mismos derechos individuales y sociales que los costarricenses, aunque con las limitaciones y excepciones establecidas por la misma Constitución. La excepción fundamental consiste en una prohibición para intervenir en los asuntos políticos del país. Por consiguiente, las garantías individuales consignadas en los artículos 22, 23, 28, 29, 35, 37, 39 y 44 de la Constitución nos amparan a los extranjeros. Y en el caso mío, todas esas garantías fueron violadas y algunas siguen violándose en la actualidad. No se me puede mantener detenido sin orden escrita de Juez o autoridad competente, como está ocurriendo. No se me puede penar sin haber sido oído y convencido en juicio. Pero la realidad es que se me está haciendo sufrir pena por un delito que no he cometido. No se me puede inquietar por haber manifestado mis opiniones acerca de un acontecimiento político de mi Patria, ni se me puede privar de la libertad de externar mi pensamiento. Pero es todo lo contrario lo que se está haciendo conmigo. En consecuencia, tengo claro derecho a que se me ampare en el ejercicio de todos esos derechos y garantías de que he sido y sigo siendo despojado. De manera muy especial pido a la Honorable Corte fijar su atención en el artículo 31 de la Constitución Política, que dice: ‘El territorio de Costa Rica será asilo para todo perseguido por razones políticas. Si por imperativo legal se decretare su expulsión, nunca podrá enviársele al país donde fuere perseguido’. Yo soy un perseguido político, y tengo derecho a que Costa Rica me dé asilo en su suelo, porque así lo dispone la Constitución. Comprendo que ese derecho de asilo tiene limitaciones. Pero esas limitaciones no pueden ser establecidas caprichosamente por el Gobierno de la República. Si yo hubiese cometido algún delito, mi expulsión tendría que producirse por las vías que marca el Código Penal en su artículo 118. Si yo hubiese intervenido en la política interna del país, considero que no podría expulsárseme sin haberse investigado y comprobado de previo esa situación, porque de lo contrario la garantía del artículo 19 constitucional no sería garantía. Es claro que una investigación de esa clase requeriría mi intervención, ya que dentro del régimen constitucional costarricense, a ningún hombre se le puede imponer pena alguna sin habérsele concedido el derecho de defensa. La Convención sobre Asilo Territorial firmada en Caracas el 28 de marzo de 1954, está suscrita por las Repúblicas de Costa Rica y Guatemala. Y el artículo VII de esa Convención dice textualmente: ‘La libertad de expresión del pensamiento, que el derecho interno reconoce a todos los habitantes de un Estado, no puede ser motivo de reclamación por otro Estado; salvo el caso de propaganda sistemática en la cual se incite el empleo de la violencia contra el Estado reclamante’. Esa disposición citada, que es derecho positivo tanto en Costa Rica como en Guatemala, necesariamente debe ser tomada en cuenta en Costa Rica cuando se trata de determinar los alcances del artículo 29 de la Constitución. ¿Puede privarse del derecho de asilo a un extranjero porque haya atacado a un político de su país, aunque sin hacer ‘propaganda sistemática en la cual se incite al empleo de la violencia contra el Estado reclamante’, o posiblemente reclamante, agrego yo? A la luz de esta disposición legal no podría sostener nadie que mi discurso por radio fuera susceptible de producir dificultades en las relaciones de Costa Rica con Guatemala. Mi discurso puede que no fuera oportuno desde un punto de vista psicológico. Mi juventud no me permitió penetrar en el mundo de las conveniencias. Pero me parece evidente que mi discurso no violó ninguna disposición legal de derecho interno o de derecho internacional. En consecuencia, tengo derecho a que el Estado costarricense me mantenga el derecho de asilo. Pruebas: 1. Los señores Adolfo Herrera García, director de ‘La Palabra de Costa Rica’, y Francisco Montero Madrigal, locutor de ese periódico, mayores, casados, vecinos de esta ciudad, dirán: a) si es cierto que oyeron la transmisión hecha por mí en ‘La Palabra de Costa Rica’ el sábado 27 de julio próximo pasado; b) si es cierto y les consta que en mis cortas palabras no hubo ninguna incitación a la violencia, ningún ataque al Estado ni al Pueblo de Guatemala, y en general ninguna manifestación de tipo subversivo; c) si es cierto que en ningún momento injurié al diputado don Ottón Acosta, y que me limité a invitarlo a discutir conmigo en forma pública la situación de Guatemala. 2. Los señores Arnulfo Parada Tobar y Dagoberto Vásquez Castañeda, mayores, casados guatemaltecos, estudiantes, dirán: a) si es cierto y les consta que yo no soy comunista; b) si es cierto y les consta que en Guatemala critiqué al gobierno de Arbenz y que más tarde, junto con los estudiantes universitarios, me limité a exigir la restauración del régimen democrático, razón por la cual fui desterrado de mi patria. 3. Los Licenciados don Manuel A. Quesada Chacón y don Enrique Benavides Chaverri, mayores, abogados, vecinos de esta ciudad, dirán: a) si es cierto que trabajo en el bufete de ellos desde hace aproximadamente un año; b) si es cierto y les consta que he hecho siempre una vida correcta, pacífica, dedicada al trabajo y sin inmiscuirme en la política de este país. 4. Ruego pedir a la Asamblea Legislativa que certifique, por medio de la Secretaría, el acuerdo tomado en relación con mi caso en la sesión del 29 de julio. 5. Ruego pedir al Ministerio de Seguridad Pública que certifique: a) la fecha de mi ingreso al país; b) mi condición de exiliado político; c) las noticias que tenga sobre mis antecedentes y sobre mi conducta en Costa Rica. 6. Ruego pedir al Ministerio de Relaciones Exteriores que certifique el acuerdo mediante el cual se me permitió la entrada al país en calidad de exiliado, junto con veintiocho exiliados más, el día 3 de julio de 1956. Petitoria: Pido que se declare: que tengo derecho a continuar disfrutando del derecho de asilo en Costa Rica; y que no tienen las autoridades derecho a inquietarme en tanto que, con la expresión de mi pensamiento, no infrinja las leyes de la República ni afecte al país en sus relaciones internacionales”.
El señor Ministro de Seguridad Pública evacuó el informe manifestando: “En vista de la reciente alocución efectuada desde una radioemisora capitalina por un extranjero residente en el país, que a su vez se dijo ser exiliado político guatemalteco, el Ministerio a mi cargo procedió por medio del Departamento de Extranjeros a efectuar el estudio correspondiente en sus archivos, a fin de constatar si efectivamente el citado extranjero aparecía registrado como residente o asilado político. El Departamento citado no encontró registro alguno a nombre del señor Edmundo Guerra Theilheimer, que lo acreditara como Extranjero Residente ni como Asilado Político. En vista de tal situación, y existiendo el grave antecedente de su alocución efectuada a raíz del asesinato del Presidente de Guatemala, en que encomia a su asesino por tal proceder, el Consejo de Gobierno, en sesión del 30 de julio del año en curso, artículo 5°, encargó al Ministerio de Seguridad Pública llevar a cabo la información correspondiente y—si de ella se desprendiere que hay base legal suficiente para proceder a la expulsión del citado Guerra Theilheimer—proceder a su extrañamiento. Es criterio de este Ministerio que el citado Guerra Theilheimer se ha hecho acreedor, de conformidad con el artículo 4° de la Ley de 18 de junio de 1894, N° 13, a su expulsión del país, por ser un extranjero peligroso para la tranquilidad pública, y haber violado con su conducta y proceder, el derecho de asilo a que ahora precisamente se acoge. Para mayor ilustración de este Alto Poder, me permito transcribirle el texto del discurso pronunciado por el tantas veces citado Guerra Theilheimer: ‘… el pueblo de Guatemala, por intermedio de un soldado-campesino, hoy inmortal: Romero Vásquez Sánchez, ha hecho justicia matando al traidor y vende patrias Carlos Castillo Armas. Ayer 26 de julio de 1957, murió el segundo ‘personaje’ que fue factor de la invasión de mi país, Guatemala. El primero murió a manos de los indochinos cuando pretendió subyugarlos como antes lo había hecho con mi Patria. Castillo Armas muere a manos, no de un político, ni de un grupo de altos militares, sino ultimado por un genuino representante del pueblo; murió por el fusil de un soldado-campesino imbuido de la Revolución de Octubre, en un acto de Justicia Social. El aforismo de que ‘todo puede hacerse con las armas, menos sentarse sobre ellas’ fue olvidado por el traidor Castillo Armas. Para sostenerse en el Poder contra la voluntad de la ciudadanía, tuvo que crear 13 policías, incluido el asesoramiento del FBI; y además aumentar los efectivos del Ejército. En esto radicó su error—siempre cometen alguno los tiranos—porque tuvo que reclutar gente del pueblo, gente humilde, que estaba compenetrada de las conquistas sociales que había obtenido con la Revolución de Octubre y había alcanzado la dignidad de hombre libre, y que dándose cuenta en carne propia de la ignominia que hoy se vivía, el retroceso al periodo obscurantista y feudal, y la más vergonzosa venta de la Patria y de sus recursos a intereses foráneos, supo cuál era su deber y lo cumplió. Romeo Vásquez Sánchez hizo justicia a su Patria, a su raza, y con su acto trata de lavar la mancha que pesa sobre el Ejército de Guatemala, del delito de traición a la Patria y a la Libertad. La lucha no ha terminado con la muerte de Castillo Armas; no deberá parar hasta deponer a toda la camarilla que usurpó el poder, y que deberá ser arrojada por el pueblo de Guatemala.
‘Guatemaltecos: ha llegado el momento de decir “presentes” en el combate por la libertad y la soberanía. A la lucha llama la Patria, tu bandera libre al viento, a vencer o a morir llama.

‘Para terminar, quiero por estos canales de “La Palabra de Costa Rica” retar públicamente al diputado Otón Acosta, que amparado a su impunidad parlamentaria, arrojó festinadas y calumniosas imputaciones en contra de las clases populares de Guatemala y en contra de la figura heroica de Romeo Vásquez Sánchez. El gratuito defensor de Castillo Armas, y tal vez no gratuito, debe sostener sus falaces aseveraciones, para lo cual lo emplazo personalmente para una polémica verbal o escrita en forma pública, como revolucionario guatemalteco y hombre que soy. Edmundo Guerra Theilheimer, Direc. de la Agrupación Revolucionaria de Unidad’…

“Se desprende de lo anterior que ni este Ministerio, ni el suscrito, han actuado prematuramente como lo dice el citado Guerra; es claro que no existiendo documentación alguna que acreditara su permanencia legal en el país, se procediera a su detención y mientras se tramitara el decreto correspondiente, mantenerlo recluido en uno de los Centros Penales. No obstante que en nota del 5 de los corrientes dirigida a Ud. bajo oficio N° E-1225, se le informa de que a la orden de la autoridad competente se ha puesto al señor Guerra Theilheimer ‘Departamento de Extranjeros’ y de su traslado a la Penitenciaría Central, este despacho, atendiendo a una solicitud escrita del señor Guerra, accedió a mantenerlo detenido en la Tercera Compañía de la Guardia Civil, lugar de donde iba a ser trasladado. Debo aclarar que la detención del tantas veces citado Guerra Theilheimer fue operada en el recinto del bufete donde este señor trabaja, y no en su casa de habitación como lo dice en la exposición presentada ante sus oficios. Transcríbole nota suscrita por el señor Guerra Theilheimer en la cual me solicita lo mantenga en la Tercera Compañía, y en donde a su vez indica como lugar de detención ‘el recinto del bufete donde trabaja’… De lo anterior se desprende que este Despacho no ha violado ningún precepto constitucional al llevar a cabo la aprehensión del señor Guerra, ya que éste no ha respetado el asilo brindado por nuestro Gobierno—el de la información que he ordenado se levante, si comprobare que ostenta tal condición—y todo por el contrario, se ha tomado atribuciones y libertades que no le son propias por su misma condición de extranjero, y menos aún, de asilado político”.
Posteriormente el señor Guerra, en escrito de 14 de este mes, manifiesta: “El señor Ministro de Seguridad Pública, en informe que figura en los autos, sostiene dos tesis contradictorias: dice en el comienzo de dicho informe que no hay pruebas de que yo sea asilado político; y al final me hace el cargo de ‘no haber respetado el asilo político’. La verdad es que soy un asilado político. Ingresé al país con el permiso de las autoridades y al amparo de ese permiso he trabajado durante un año en el bufete del licenciado Manuel A. Quesada. En su lugar ofrecí pruebas para demostrar mi condición de asilado. Ahora vengo a completar esas pruebas con dos documentos: una carta del Banco Nacional de Costa Rica, en la que se dice que fueron autoridades del país las que me identificaron para que yo pudiera retirar un cheque; y unas declaraciones dadas por el señor Ministro a ‘La Prensa Libre’, en las que declara que soy asilado. Ruego tener por aportadas esas probanzas. Aprovecho la oportunidad para aclarar lo siguiente: el discurso cuyo texto transcribió el señor Ministro a ese Alto Tribunal no es el que yo pronunciara desde ‘La Palabra de Costa Rica’. Ese fue el discurso que yo llevé escrito a la radioemisora. Pero me fue objetado por el Director del radio periódico y no lo leí. En su lugar improvisé unas pocas palabras totalmente alejadas del texto que ahora se me atribuye. Sobre la forma y sentido de esas palabras es que he pedido que se llame a declarar al señor Herrera García, director del radio periódico, y al señor Montero Madrigal, locutor del mismo, que fueron las personas que objetaron el texto escrito y que oyeron lo que realmente dije. Esa Corte declaró sin lugar un recurso de Hábeas Corpus que un compatriota interpuso a mi favor; y al mismo tiempo, acordó pedir al Ministerio de Seguridad que se me saque del país a la mayor brevedad. Como el presente recurso de amparo está en trámite y tiene por objeto ventilar mi derecho de asilo, con todo respeto ruego a la Corte hacer saber al mencionado Ministerio, como asunto de previo pronunciamiento, que en tanto ese recurso no se resuelva, tengo derecho a permanecer en el país”.
Estando en sesión el Tribunal, fueron recibidos los dos documentos que indica el recurrente en el anterior escrito. Previa deliberación, el señor Magistrado Elizondo manifestó que consideraba necesario para la resolución del caso, que para mejor proveer se trajera a las diligencias prueba para demostrar si en realidad el recurrente es o no asilado político, y si el discurso transcrito por el señor Ministro fue el que pronunció el señor Guerra. Puesta a votación la sugerencia, por mayoría se dispuso rechazarla por considerar que es innecesaria la prueba, y que en consecuencia debe entrarse a resolver el fondo del recurso. El Magistrado Elizondo votó afirmativamente. El Magistrado Bejarano se pronunció por que se trajeran a los autos, sólo la prueba documental que indica el recurrente. Y el Magistrado Jugo votó por que se ordenara traer certificación del documento de identificación que indica la nota del Banco Nacional, presentada a las diligencias.

Puesto a votación el fondo del recurso, se acordó: “Aún admitiendo que sea por asilo político que el recurrente ha permanecido en el país desde el 3 de julio de 1956, como lo afirma, es lo cierto que el artículo 31 de la Constitución Política, si bien consagra que nuestro territorio ‘será asilo para todo perseguido por razones políticas’, admite también que ‘por imperativo legal’ puede decretarse su expulsión, sin otra reserva que la prohibición de ‘enviársele al país donde fuere perseguido’. Y las diligencias contra el recurrente, según afirma el señor Ministro de Seguridad Pública, tienden a comprobar si se está en el caso de expulsión del extranjero que ‘por su conducta o antecedentes fuere peligroso para la tranquilidad pública’, a que se refiere el inciso 4° del artículo 1° de la Ley N° 13 de 18 de junio de 1894; esa norma sin duda que guarda relación con lo dispuesto con el artículo 1° del Decreto Ejecutivo N° 55 de 29 de noviembre de 1873, que establece: ‘Los asilados en la República deben guardar en ella una conducta pacífica y moderada, no sólo respecto del Gobierno que les dé acogida, sino de los demás gobiernos extraños’. Por lo expuesto, la actuación del funcionario acusado no puede estimarse violatoria de la garantía que consagra el mencionado artículo 31 constitucional, en cuanto puedan ser materia del recurso que se resuelve”.
El Magistrado Elizondo votó en idéntico sentido, pero con base en las siguientes razones: “No obstante que estimé conveniente para mejor resolver este amparo traer al expediente las pruebas que propuso el recurrente, acatando el parecer de la mayoría de esta Corte que las consideró innecesarias, debiendo entrar a conocer del fondo del asunto, me pronuncio por declarar sin lugar el recurso, de acuerdo con las razones invocadas por la mayoría de este Tribunal. Dados los términos del discurso pronunciado por el recurrente a raíz del asesinato del Presidente Castillo Armas, y del cual el Ministerio de Seguridad obtuvo de la estación radioemisora en que fue pronunciado la copia que obra en el expediente, maltratantes para un Gobierno amigo y para un partido en el Poder en duelo, por lo cual era de prever rozamientos internacionales entre Guatemala y Costa Rica, el Poder Ejecutivo no ha cometido arbitrariedad para proceder a los trámites de la expulsión del país del recurrente, suspendiéndole su derecho de asilo, pues el propio artículo 31 de la Constitución Política, que establece esa garantía para el extranjero perseguido por razones políticas, prevé el caso de esa expulsión cuando por su conducta no se haga acreedor a ese beneficio, al disponer: ‘Si por imperativo legal se decretare su expulsión, nunca podrá enviársele al país donde fuere perseguido’”.

Los Magistrados Bejarano y Cruz Bolaños se pronunciaron por rechazar de plano el recurso, por cuanto fundado el mismo en la condición—que se atribuye el recurrente—de asilado político, dicha calidad no consta más que por sus propias afirmaciones; en tanto que, del informe rendido a esta Corte por el señor Ministro de Seguridad Pública, resulta que en el Departamento de Extranjeros de esa Cartera, no aparece registro alguno a nombre del recurrente, que lo acredite como asilado político.
